RESOLUCION N° 18 RUA – D.G.E.R.-
PARANÁ, 29 de mayo de 2017.
VISTO:


La Ley 25.854, su Decreto Reglamentario Nº 1328/09, las Pautas Mínimas de Funcionamiento de la Red de Registros, el Protocolo Regional de Equipos Interdisciplinarios de los Registros de la Región Litoral - Centro, los arts. 594 sgtes. y cdtes. del Código Civil y Comercial de la Nación y la Ley Provincial Nº 9.985.
RESULTA:




 
Que, tanto en el Código Civil y Comercial de la Nación como en el artículo 7º de la Ley 25.854 y 4º del Dec. Reglamentario Nº 1328/09 se establecen requisitos que deben ser cumplidos por los Aspirantes a Guarda con Fines Adoptivos ante cada Registro, a los fines de alcanzar -previa evaluación de la aptitud adoptiva por parte de los equipos técnicos intervinientes- la inscripción en los mismos.



Que, conforme las Pautas Mínimas de Funcionamiento de la Red de Registros y el Protocolo Regional de Equipos Interdisciplinarios de los Registros de la Región Litoral - Centro hacen necesario consensuar criterios mínimos respecto a las evaluaciones psicológicas y/o psicosociales entre los integrantes de la Red.



Que, la Ley Provincial Nº 9.985 determina específicamente en el artículo 7º las condiciones de la inscripción, y en el artículo 8º los requisitos de la solicitud.



Que, la citada norma autoriza en su artículo 2º a la autoridad de aplicación a dictar reglamentaciones para el funcionamiento del organismo.
CONSIDERANDO:




Que, los requisitos exigidos a los Aspirantes a Guarda con Fines Adoptivos por la normativa local, responden a determinar los "datos personales sensibles" de cada postulante a que alude el Dec. Reglamentario Nº 1328/09 tales como: identidad, estado civil, ocupación e ingresos, conformación del grupo familiar, inclusión o no en el Registro de Deudores Alimentarios Morosos, disponibilidad adoptiva, entre otros. A ellos la Ley local suma la prueba acerca de la radicación del domicilio real actual en esta Provincia, como así también la acreditación de una residencia no menor a los dos años en Entre Ríos, como previos a la solicitud de inscripción.   




Que, la conformación del legajo a partir del cumplimiento de estos requisitos, alcanzará luego su inscripción registral a partir de la resolución que determine la viabilidad del proyecto adoptivo, conforme el dictámen elaborado por el equipo técnico que interviene en la instancia diagnóstica.




Que, ésta se constituye entonces en la función primordial de este Registro, en tanto se debe confeccionar -previa evaluación- un listado de postulantes a guarda con fines adoptivos, a fin de que  declarada la adoptabilidad de un niño/a, sea posible aportar al juez información fidedigna respecto de las personas que asumirán la guarda preadoptiva del/a mismo/a.




Que, claramente el artículo 594º del Código Civil y Comercial, en consonancia con los postulados de la CDN, conceptúa a la adopción como "... una institución jurídica que tiene por objeto proteger el derecho de niños, niñas y adolescentes a vivir y desarrollarse en una familia que le procure los cuidados tendientes a satisfacer sus necesidades afectivas y materiales, cuando éstos no le pueden ser proporcionados por su familia de origen...".




Que, el trámite administrativo que se realiza ante el R.U.A.E.R. tiene por objetivo determinar que las familias que se inscriban posean idoneidad y capacidad para ser padres/madres a través de la adopción, de modo que los niños, niñas y adolescentes encuentren en la nueva familia -la adoptiva- el marco propicio para el desarrollo integral, saludable y respetuoso de sus derechos.




Que, se advierte que las Pautas Mínimas de Funcionamiento de la Red de Registros propone intercambiar criterios para alcanzar consenso sobre los criterios mínimos a evaluar por cada Registro; y en el Protocolo Regional de Equipos Interdisciplinarios de los Registros de la Región Litoral - Centro se ha acordado la documentación a requerir a los aspirantes, dentro de la cual se encuentra el "certificado de antecedentes penales".




En este marco se observa que gran parte de las jurisdicciones adheridas a la Red Federal de Registros, de la que Entre Ríos forma parte, establecen como requisito para solicitar la inscripción la presentación de Certificado de Antecedentes Penales emitido por el Registro Nacional de Reincidencia, y/ó al menos Certificado de Buena Conducta expedido por la Policía Local.




Que, éstas constancias, sumadas a la información respecto al dictado de medidas cautelares en procesos de violencia familiar ó contra la mujer -art. 8º inc. n) Ley 9.985- permiten identificar prima facie la situación de los postulantes frente al dictado de medidas judiciales, las que luego corresponde sean evaluadas y profundizadas en la instancia diagnóstica.




Que, cabe tener presente que los requisitos de inscripción enumerados en el art. 8º de la ley 9.985 no pueden considerarse taxativos, en tanto dicha norma autoriza en el inciso l) a requerir la presentación de "...la información complementaria que establezca la autoridad de aplicación."     




Que, considerando que la Constancia expedida por el Registro Nacional de Reincidencia es la que reúne la información más completa en orden a los datos sensibles que se persigue obtener, deberá  requerirse a los postulantes que -a partir del dictado de la presente- quienes soliciten su inscripción ante el R.U.A.E.R., acompañen el Certificado Nacional de Reincidencia, para lo cual se brindará un plazo no mayor de treinta (30) días.




Que, respecto a aquellos postulantes que ya tienen un legajo en trámite ante este Registro, ya sea en condición de "alta provisoria" o "inscripto", se les notificará fehacientemente que el requisito de presentación del Certificado de Reincidencia (RNR) será obligatorio como previo a dar inicio a la instancia diagnóstica, al proceso de revaluación ó a la remisión del legajo para su consideración por algún Juzgado; lo que primero ocurra y de acuerdo a la situación registral de cada uno de ellos.




Que, por lo expuesto:
RESUELVO:



- Disponer que será requisito para solicitar la inscripción en el R.U.A.E.R. a partir del 01/08/2017 -el que se adicionará a los requeridos por la Ley 9.985- la presentación de Certificado Nacional de Reincidencia Penal, emitido por el Registro Nacional de Reincidencia, para lo cual se otorgará un plazo máximo de treinta (30) días corridos, a contar desde la fecha de solicitud de inscripción.



- Establecer que el requisito de presentación de Certificado Nacional de Reincidencia Penal, emitido por el Registro Nacional de Reincidencia será también obligatorio para aquellos legajos en condición de "alta provisoria" o "inscripto", el cual deberá ser cumplimentado como previo a dar inicio a la instancia diagnóstica prevista en el artículo 10º de la Ley 9.985 ó al proceso de revaluación ó a la remisión del legajo para ser informado a algún Juzgado para una situación particula; lo que primero ocurra, y de acuerdo a la situación registral de cada uno de ellos. Notificar a los titulares de los legajos en trámite para su debido cumplimiento.



- Dar debida publicidad al nuevo requisito exigido para solicitar la inscripción en el R.U.A.E.R. a cada una de las jurisdicciones provinciales.



- Registrar, publicar y oportunamente archivar.
